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TEMARIO

BLOQUE	A:	MATERIAS	COMUNES

Tema	1.‐	La	Constitución	Española	de	1.978.	Derechos	y	deberes	fundamentales	de	los
Españoles.

Tema	2.‐	La	Administración	Pública	Española.	Tipología	de	los	Entes	Públicos	Territoriales:
Las	Administraciones	del	Estado,	Autónoma	y	Local.

Tema	3.‐	La	Comunidad	Autónoma	Andaluza.	Regulación	Jurídica.	El	Estatuto	de	Andalucía.

Tema	4.‐	Régimen	Local	Español:	Principios	Constitucionales	y	Regulación	Jurídica.	Tipos
de	Entidades	Locales.	El	Municipio	y	la	Provincia:	Concepto,	elementos	y	competencias.

Tema	5.‐	Formas	de	Gestión	de	los	Servicios	Públicos	Locales.	Especial	referencia	a	los
Consorcios.	El	Consorcio	Provincial	de	Prevención	y	Extinción	de	Incendios	de	Córdoba:
Estatutos	del	mismo.

Tema	 6.‐	 La	 Función	 Pública	 Local.	 Derechos	 y	 Deberes	 de	 los	 Funcionarios	 Locales.
Incompatibilidades.

BLOQUE	B:	MATERIAS	ESPECÍFICAS	(I)

Tema	1.‐	La	Protección	Civil:	su	organización	y	campo	de	aplicación.

Tema	2.‐	La	Ley	de	Gestión	de	Emergencias	en	Andalucía.	Especial	referencia	al	Título	III
“Prevención	y	Extinción	de	Incendios	y	salvamento”.

Tema	3.‐	La	Ley	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales.	Protección	personal	y	 colectiva.
Sistemas	de	prevención	y	protección	del	accidente		de	trabajo.

Tema	4.‐	Equipos	de	protección	individual,	EPI´s.	El	EPI	en	incendios	estructurales.	Equipos
de	protección	respiratoria.

Tema	 5.‐	 La	 Norma	 Básica	 de	 Autoprotección	 de	 los	 centros,	 establecimientos	 y
dependencias	dedicados	a	actividades	que	puedan	dar	origen	a	situaciones	de	emergencia.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978.
DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES	DE	LOS	ESPAÑOLES.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	elaborada	y	discutida	en	el	Congreso	y	Senado,	mediante	Real	Decreto	2550/1978	se	convocó	el
Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución	que	tuvo	lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se
llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.	El	Proyecto	fue	aprobado	por	el
87,78%	de	votantes	que	representaba	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera	que
padecemos.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	 configuración	del	poder	 judicial	 y	 sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	ESPAÑOLA.
TIPOLOGÍA	DE	LOS	ENTES	PÚBLICOS	TERRITORIALES:

LAS	ADMINISTRACIONES	DEL	ESTADO,	AUTÓNOMA	Y	LOCAL.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	ESPAÑOLA

1.1.‐	CONFIGURACIÓN	LEGAL

Según	el	art.	103.1	de	la	Constitución	“La	Administración	Pública	sirve	con	objetividad	los	intereses	generales
y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y	coordinación,
con	sometimiento	pleno	a	la	ley	y	al	Derecho”.

En	cuanto	a	la	estructura	estatal,	el	art.	137	establece	que	"El	Estado	español	se	organiza	territorialmente	en
municipios,	en	provincias	y	en	las	Comunidades	autónomas	que	se	constituyan.	Todas	estas	entidades	gozan	de
autonomía	para	la	gestión	de	sus	respectivos	intereses".

A	los	efectos	de	la	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas,
y	de	la	Ley	40/2015,	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público,	el	sector	público	comprende:

a)	La	Administración	General	del	Estado
b)	Las	Administraciones	de	las	Comunidades	Autónomas
c)	Las	Entidades	que	integran	la	Administración	Local
d)	El	sector	público	institucional

El	sector	público	institucional	se	integra	por:

a)	Cualesquiera	organismos	públicos	y	entidades	de	derecho	público	vinculados	o	dependientes	de	las
Administraciones	Públicas.

b)	Las	entidades	de	derecho	privado	vinculadas	o	dependientes	de	las	Administraciones	Públicas,	que
quedarán	sujetas	a	lo	dispuesto	en	las	normas	de	esta	Ley	que	específicamente	se	refieran	a	las	mismas,
y	en	todo	caso,	cuando	ejerzan	potestades	administrativas.

c)	Las	Universidades	públicas,	que	se	regirán	por	su	normativa	específica	y	supletoriamente	por	las
previsiones	de	las	Leyes	39/2015	y	40/2015.

Tienen	la	consideración	de	Administraciones	Públicas:

‐La	Administración	General	del	Estado

‐Las	Administraciones	de	las	Comunidades	Autónomas

‐Las	Entidades	que	integran	la	Administración	Local
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TEMA	3.‐	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA	ANDALUZA.
REGULACIÓN	JURÍDICA.	EL	ESTATUTO	DE	ANDALUCÍA.

	
1.‐	LA	COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	ANDALUCÍA:	ANTECEDENTES	HISTÓRICO‐CULTURALES

Andalucía,	a	lo	largo	de	su	historia,	ha	forjado	una	robusta	y	sólida	identidad	que	le	confiere	un	carácter
singular	como	pueblo,	asentado	desde	épocas	milenarias	en	un	ámbito	geográfico	diferenciado,	espacio	de
encuentro	y	de	diálogo	entre	civilizaciones	diversas.	Nuestro	valioso	patrimonio	social	y	cultural	es	parte
esencial	de	España,	en	la	que	andaluces	y	andaluzas	nos	reconocemos,	compartiendo	un	mismo	proyecto
basado	en	los	valores	de	justicia,	libertad	y	seguridad,	consagrados	en	la	Constitución	de	1978,	baluarte	de
los	derechos	y	libertades	de	todos	los	pueblos	de	España.

Andalucía	ha	compilado	un	rico	acervo	cultural	por	la	confluencia	de	una	multiplicidad	de	pueblos	y	de
civilizaciones,	dando	sobrado	ejemplo	de	mestizaje	humano	a	través	de	los	siglos.

La	interculturalidad	de	prácticas,	hábitos	y	modos	de	vida	se	ha	expresado	a	lo	largo	del	tiempo	sobre	una
unidad	de	fondo	que	acrisola	una	pluralidad	histórica,	y	se	manifiesta	en	un	patrimonio	cultural	tangible	e
intangible,	dinámico	y	cambiante,	popular	y	culto,	único	entre	las	culturas	del	mundo.

Esta	síntesis	perfila	una	personalidad	andaluza	construida	sobre	valores	universales,	nunca	excluyentes.	Y
es	que	Andalucía,	asentada	en	el	sur	de	la	península	ibérica,	es	un	territorio	de	gran	diversidad	paisajística,
con	importantes	cadenas	montañosas	y	con	gran	parte	de	su	territorio	articulado	en	torno	y	a	lo	largo	del
río	Guadalquivir,	que	abierta	al	Mediterráneo	y	al	Atlántico	por	una	dilatada	fachada	marítima,	constituye
un	nexo	de	unión	entre	Europa	y	el	continente	africano.	Un	espacio	de	frontera	que	ha	facilitado	contactos
y	diálogos	entre	norte	y	sur,	entre	los	arcos	mediterráneo	y	atlántico,	y	donde	se	ha	configurado	como	hecho
diferencial	un	sistema	urbano	medido	en	clave	humana.

Estos	rasgos,	entre	otros,	no	son	sólo	sedimentos	de	la	tradición,	sino	que	constituyen	una	vía	de	expansión
de	la	cultura	andaluza	en	España	y	el	mundo	y	una	aportación	contemporánea	a	las	culturas	globales.	El
pueblo	andaluz	es	heredero,	por	tanto,	de	un	vasto	cimiento	de	civilización	que	Andalucía	puede	y	debe
aportar	a	la	sociedad	contemporánea,	sobre	la	base	de	los	principios	irrenunciables	de	igualdad,	democracia
y	convivencia	pacífica	y	justa.

El	ingente	esfuerzo	y	sacrificio	de	innumerables	generaciones	de	andaluces	y	andaluzas	a	lo	largo	de	los
tiempos	se	ha	visto	recompensado	en	la	reciente	etapa	democrática,	que	es	cuando	Andalucía	expresa	con
más	firmeza	su	identidad	como	pueblo	a	través	de	la	lucha	por	la	autonomía	plena.	En	los	últimos	25	años,
Andalucía	ha	vivido	el	proceso	de	cambio	más	 intenso	de	nuestra	historia	y	se	ha	acercado	al	 ideal	de
Andalucía	libre	y	solidaria	por	la	que	luchara	incansablemente	Blas	Infante,	a	quien	el	Parlamento	de	Andalu‐
cía,	en	un	acto	de	justicia	histórica,	reconoce	como	Padre	de	la	Patria	Andaluza	en	abril	de	1983.

Ese	ideal	autonomista	hunde	sus	raíces	en	nuestra	historia	contemporánea.	El	primer	texto	que	plasma	la
voluntad	política	de	que	Andalucía	se	constituya	como	entidad	política	con	capacidad	de	autogobierno	es
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TEMA	4.‐	RÉGIMEN	LOCAL	ESPAÑOL:	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES
Y	REGULACIÓN	JURÍDICA.	TIPOS	DE	ENTIDADES	LOCALES.	EL	MUNICIPIO

Y	LA	PROVINCIA:	CONCEPTO,	ELEMENTOS	Y	COMPETENCIAS.

OBSERVACIÓN:	Respecto	de	la	Administración	Local,	en	el	Tema	2	se	ha
desarrollado	su	regulación	constitucional,	características,	clases	de	enti‐
dades	y	regulación	jurídica.

1.‐	EL	MUNICIPIO

1.1.‐	CONCEPTO	Y	ELEMENTOS

CONCEPTO.‐	El	Municipio	es	la	Entidad	local	básica	de	la	organización	territorial	del	Estado.	Tiene	personali‐
dad	jurídica	y	plena	capacidad	para	el	cumplimiento	de	sus	fines.

De	esta	definición	se	desprenden	las	siguientes	notas:

‐Es	un	Ente	público,	es	decir,	con	personalidad	y	potestades	públicas,	aunque	las	mismas	sean	de
carácter	derivado	y	no	originario.

‐Es	 territorial,	puesto	que	sus	órganos	de	gobierno	 tienen	su	competencia	establecida	sobre	un
territorio	concreto,	que	es	el	término	municipal.

‐Es	primario,	por	cuanto	es	el	primer	Ente	público	territorial	en	el	que	los	ciudadanos	se	organizan
para	la	realización	de	sus	fines	y	la	consecución	de	sus	intereses	comunes.

ELEMENTOS.‐	Son	elementos	del	Municipio:

‐El	territorio.	El	término	municipal	es	el	territorio	en	que	el	Ayuntamiento	ejerce	sus	competencias,	y
estará	formado	por	territorios	continuos,	aunque	se	pueden	mantener	las	situaciones	de	discontinuidad
reconocidas	en	la	actualidad,	siendo	competencia	del	Ayuntamiento	su	división	en	distritos	y	en	barrios,
y	las	variaciones	de	los	mismos.

‐La	población.	El	conjunto	de	personas	inscritas	en	el	Padrón	municipal	constituye	la	población	del
municipio	y,	en	cuanto	tales,	son	los	vecinos	del	mismo.

‐La	organización.	Está	constituida	por	una	serie	de	medios	personales	e	institucionales	(los	órganos	de
gobierno	propiamente	dichos)	o	administrativos	 (el	personal	 al	 servicio	de	 cada	Corporación)	que
desarrollan	las	actividades	propias	del	Municipio	para	que	éste	cumpla	los	fines	que	le	son	propios.
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TEMA	5.‐	FORMAS	DE	GESTIÓN	DE	LOS	SERVICIOS	PÚBLICOS	LOCALES.
ESPECIAL	REFERENCIA	A	LOS	CONSORCIOS.	EL	CONSORCIO	PROVINCIAL	DE

PREVENCIÓN	Y	EXTINCIÓN	DE	INCENDIOS	DE	CÓRDOBA:	ESTATUTOS	DEL	MISMO.

1.‐	FORMAS	DE	GESTIÓN	DE	LOS	SERVICIOS	PÚBLICOS	LOCALES

1.1.‐	REGULACIÓN	GENERAL

Las	formas	de	gestión	de	los	servicios	públicos	están	reguladas	con	carácter	general	en	 la	Ley	7/1985,
Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local,	en	los	términos	siguientes.

Son	servicios	públicos	locales	los	que	prestan	las	entidades	locales	en	el	ámbito	de	sus	competencias.

Los	servicios	públicos	de	competencia	local	habrán	de	gestionarse	de	la	forma	más	sostenible	y	eficiente	de
entre	las	enumeradas	a	continuación:

A)	Gestión	directa:

a)	Gestión	por	la	propia	Entidad	Local.
b)	Organismo	autónomo	local.
c)	Entidad	pública	empresarial	local.
d)	Sociedad	mercantil	local,	cuyo	capital	social	sea	de	titularidad	pública.

Solo	podrá	hacerse	uso	de	las	formas	previstas	en	las	letras	c)	y	d)	cuando	quede	acreditado	mediante
memoria	 justificativa	 elaborada	 al	 efecto	 que	 resultan	más	 sostenibles	 y	 eficientes	 que	 las	 formas
dispuestas	en	las	letras	a)	y	b),	para	lo	que	se	deberán	tener	en	cuenta	los	criterios	de	rentabilidad
económica	y	recuperación	de	la	inversión.	Además,	deberá	constar	en	el	expediente	la	memoria	justifica‐
tiva	del	asesoramiento	recibido	que	se	elevará	al	Pleno	para	su	aprobación	en	donde	se	incluirán	los
informes	sobre	el	coste	del	servicio,	así	como,	el	apoyo	técnico	recibido,	que	deberán	ser	publicitados.
A	estos	efectos,	se	recabará	informe	del	interventor	local	quien	valorará	la	sostenibilidad	financiera	de
las	propuestas	planteadas,	teniendo	en	cuenta	que:

‐Se	entenderá	por	sostenibilidad	financiera	la	capacidad	para	financiar	compromisos	de	gasto	presen‐
tes	y	futuros	dentro	de	los	límites	de	déficit,	deuda	pública	y	morosidad	de	deuda	comercial	conforme
a	lo	establecido	en	esta	Ley,	la	normativa	sobre	morosidad	y	en	la	normativa	europea.

‐Se	entiende	que	existe	sostenibilidad	de	la	deuda	comercial,	cuando	el	periodo	medio	de	pago	a	los
proveedores	no	supere	el	plazo	máximo	previsto	en	la	normativa	sobre	morosidad.

‐Para	 el	 cumplimiento	 del	 principio	 de	 sostenibilidad	 financiera	 las	 operaciones	 financieras	 se
someterán	al	principio	de	prudencia	financiera.
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TEMA	6.‐	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	LOCAL.	DERECHOS	Y	DEBERES
DE	LOS	FUNCIONARIOS	LOCALES.	INCOMPATIBILIDADES.

1.‐	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	LOCAL

CLASES	DE	PERSONAL.‐	El	personal	al	servicio	de	las	entidades	locales	estará	integrado	por	funcionarios	de
carrera,	contratados	en	régimen	de	derecho	laboral	y	personal	eventual	que	desempeña	puestos	de
confianza	o	asesoramiento	especial.

FUNCIONARIOS.‐	Son	funcionarios	de	la	Administración	Local	las	personas	simuladas	a	ella	por	una	relación
de	servicios	profesionales	y	retribuidos,	regulada	por	el	Derecho	Administrativo.

Son	funcionarios	de	carrera	de	la	Administración	Local	los	que,	en	virtud	de	nombramiento	legal,	desem‐
peñen	servicios	de	carácter	permanente	en	una	Entidad	local,	figuren	en	las	correspondientes	plantillas
y	perciban	sueldos	o	asignaciones	fijas	con	cargo	a	las	consignaciones	de	personal	del	presupuesto	de
las	Corporaciones.

ESTRUCTURA.‐	Los	funcionarios	de	carrera	que	no	ocupen	puestos	de	trabajo	reservados	a	funcionarios	con
habilitación	de	carácter	nacional	se	integrarán	en	las	escalas,	subescalas,	clases	y	categorías	de	cada
Corporación,	con	arreglo	a	lo	que	se	previene	en	la	Ley.

Las	subescalas,	clases	y	categorías	quedarán	agrupadas	conforme	a	la	legislación	básica	del	Estado	en
los	grupos	que	ésta	determine,	de	acuerdo	con	la	titulación	exigida	para	su	ingreso.

RESERVA	DE	FUNCIONES.‐	Corresponde	a	 los	 funcionarios	de	carrera	el	desempeño	de	 los	puestos	de
trabajo	que	tengan	atribuidas	las	funciones	que	impliquen	ejercicio	de	autoridad,	las	de	fe	pública	y
asesoramiento	legal	preceptivo,	las	de	control	y	fiscalización	interna	de	la	gestión	económico‐financiera
y	presupuestaria,	 las	de	contabilidad	y	tesorería,	así	como	las	que	en	su	desarrollo	y	en	orden	a	 la
clasificación	de	puestos,	se	determinen	en	las	normas	estatales	sobre	confección	de	las	relaciones	de
puestos	de	trabajo	y	descripción	de	puestos	de	trabajo‐tipo.

CLASES	DE	FUNCIONARIOS.‐	La	Función	Pública	Local	tiene	la	particularidad	de	contar	con	dos	clases	de
personal	funcionario:

‐Funcionarios	con	habilitación	de	carácter	estatal
‐Resto	de	funcionarios

FUNCIONARIOS	CON	HABILITACIÓN	DE	CARÁCTER	ESTATAL:

Son	funciones	públicas	necesarias	en	todas	las	Corporaciones	locales,	cuya	responsabilidad	administrati‐
va	está	reservada	a	funcionarios	de	administración	local	con	habilitación	de	carácter	nacional:



BLOQUE	B:	MATERIAS	ESPECÍFICAS	(I)

Tema	1.‐	La	Protección	Civil:	su	organización	y	campo	de	aplicación.

Tema	 2.‐	 La	 Ley	 de	 Gestión	 de	 Emergencias	 en	 Andalucía.	 Especial

referencia	al	Título	III	“Prevención	y	Extinción	de	Incendios	y	salvamento”.

Tema	3.‐	La	Ley	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales.	Protección	personal

y	colectiva.	Sistemas	de	prevención	y	protección	del	accidente		de	trabajo.

Tema	 4.‐	 Equipos	 de	 protección	 individual,	 EPI´s.	 El	 EPI	 en	 incendios

estructurales.	Equipos	de	protección	respiratoria.

Tema	 5.‐	 La	 Norma	 Básica	 de	 Autoprotección	 de	 los	 centros,

establecimientos	y	dependencias	dedicados	a	actividades	que	puedan	dar

origen	a	situaciones	de	emergencia.

‐o‐o‐o0o‐o‐o‐
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TEMA	1.‐	LA	PROTECCIÓN	CIVIL:	SU	ORGANIZACIÓN	Y	CAMPO	DE	APLICACIÓN.

1.‐	LA	PROTECCIÓN	CIVIL:	INTRODUCCIÓN

Identificada	doctrinalmente	como	protección	física	de	las	personas	y	de	los	bienes,	en	situación	de	grave
riesgo	colectivo,	calamidad	pública	o	catástrofe	extraordinaria,	en	la	que	la	seguridad	y	la	vida	de	las	perso‐
nas	pueden	peligrar	y	sucumbir	masivamente,	la	protección	civil	constituye	la	afirmación	de	una	amplia
política	de	seguridad,	que	encuentra	actualmente	su	fundamento	jurídico,	dentro	de	la	Constitución,	en	la
obligación	de	los	poderes	públicos	de	garantizar	el	derecho	a	la	vida	y	a	la	integridad	física,	como	primero
y	más	importante	de	todos	los	derechos	fundamentales	–art.	15–	en	los	principios	de	unidad	nacional	y
solidaridad	territorial	–art.	2–	y	en	las	exigencias	esenciales	de	eficacia	y	coordinación	administrativa	–art.
103.

La	magnitud	y	trascendencia	de	los	valores	que	están	en	juego	en	las	situaciones	de	emergencia	exige	poner
a	contribución	los	recursos	humanos	y	materiales	pertenecientes	a	todas	las	Administraciones	públicas,	a
todas	las	organizaciones	y	empresas,	e	incluso	a	los	particulares,	a	los	que,	por	tal	razón,	mediante	Ley,	con
arreglo	al	artículo	30.4	de	la	Constitución,	podrán	imponérseles	deberes	para	hacer	frente	a	los	casos	de
grave	riesgo,	catástrofe	o	calamidad	pública,	auténticos	presupuestos	de	hecho	de	la	protección	civil.

La	vulnerabilidad	de	las	personas	en	nuestra	sociedad	ante	las	múltiples	y	complejas	amenazas	de	catástro‐
fes	naturales,	industriales	o	tecnológicas	es	menor	que	hace	treinta	años,	por	la	influencia	de	las	políticas
públicas	que	se	han	aplicado	desde	entonces,	basadas	en	esencia	en	un	gran	desarrollo	de	los	sistemas	de
alerta,	la	planificación	de	las	respuestas	y	la	dotación	de	medios	de	intervención.	Aun	así,	la	envergadura	de
este	tipo	de	riesgos	es	tal	que	pueden	llegar	a	afectar	a	la	seguridad	nacional,	como	lo	reconocen	las	dos
Estrategias	de	Seguridad	Nacional	aprobadas	hasta	el	momento.	El	descenso	del	número	de	víctimas	a
consecuencia	de	las	catástrofes	es	una	realidad,	pero	las	consecuencias	destructivas	de	bienes	o	perturbado‐
ras	de	comunicaciones	y	transportes	o	dañosas	para	el	medio	ambiente	se	han	ido	incrementado	sin	cesar
por	la	influencia	de	factores	potenciadores	de	las	amenazas,	especialmente	el	cambio	climático	y	la	propia
actividad	humana,	que	genera	riesgos	inseparables	de	ella,	muchas	veces	por	el	legítimo	afán	de	progreso.

La	sociedad	no	ha	sido	ni	es	indiferente	ante	esta	realidad	porque	es	consciente	de	que	estos	riesgos	afectan
de	manera	determinante	a	su	seguridad.	La	información	ha	contribuido	poderosamente	a	su	sensibilización
y	a	la	conformación	de	una	demanda	creciente	de	acción	pública	destinada	a	proteger	personas	y	bienes	ante
emergencias.	De	ahí	que,	sin	perjuicio	de	la	indispensable	colaboración	ciudadana,	todos	los	poderes	públicos
competentes,	 desde	 el	 nivel	 local	 hasta	 las	 instituciones	 europeas	 e	 internacionales,	 han	 determinado
políticas	públicas	para	desarrollar	instrumentos	normativos,	organizativos	y	medios	que	les	permiten	ejercer
sus	respectivas	responsabilidades	en	esta	materia	y	mejorarlas	continuamente.	Integrada	en	la	seguridad
pública,	la	protección	civil	alcanza	hoy	en	todas	partes	una	importancia	de	primer	orden	entre	las	diferentes
políticas	públicas	y	se	ha	configurado	como	uno	de	los	espacios	públicos	genuinos	y	legitimadores	del	Estado.
En	España	ha	experimentado	un	notable	desarrollo	en	los	últimos	treinta	años,	no	exento	de	ineficiencias
causadas	principalmente	por	las	dificultades	de	coordinación	de	un	sistema	abierto,	flexible	y	con	múltiples
actores	y	niveles	de	actuación	y,	en	consecuencia,	de	reconocida	complejidad.
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TEMA	2.‐	LA	LEY	DE	GESTIÓN	DE	EMERGENCIAS	EN	ANDALUCÍA.
ESPECIAL	REFERENCIA	AL	TÍTULO	III	“PREVENCIÓN

Y	EXTINCIÓN	DE	INCENDIOS	Y	SALVAMENTO”.

1.‐	LA	LEY	2/2002,	DE	11	DE	NOVIEMBRE,	DE	GESTIÓN	DE	EMERGENCIAS	EN	ANDALUCÍA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	Constitución	Española	consagra	en	su	artículo	15	el	derecho	a	la	vida	y	a	la	integridad	física	de	las	perso‐
nas	como	un	derecho	fundamental.	Corresponde	a	los	poderes	públicos	la	adopción	de	medidas	en	pro	de
su	efectiva	protección,	que	incluso	pueden	llegar	a	vincular	y	condicionar	la	actividad	de	los	particulares,	en
casos	de	grave	riesgo,	catástrofe	o	calamidad	pública.	Tales	situaciones	deben	entenderse	encuadradas
dentro	del	ámbito	de	la	seguridad	pública,	que,	en	interpretación	realizada	por	el	Tribunal	Constitucional,
en	las	sentencias	123/1984,	de	18	de	diciembre,	y	133/1990,	de	19	de	julio,	constituye	una	competencia
concurrente	entre	el	Estado	y	las	Comunidades	Autónomas.

El	Estatuto	de	Autonomía	para	Andalucía	 establece	 la	 atribución	a	 la	Comunidad	Autónoma	de	 títulos
competenciales	relacionados	con	la	gestión	de	emergencias	en	materias	tales	como	la	creación	de	un	Cuerpo
de	Policía	andaluza,	artículo	14,	sanidad,	artículo	13.21,	carreteras,	artículo	13.10,	o	medio	ambiente,	artículo
15.7,	entre	otras.	Resulta	especialmente	conveniente	la	adopción	de	una	norma	que	aborde	la	gestión	de	las
emergencias	que	pudieran	producirse	en	el	ámbito	territorial	de	Andalucía,	sin	perjuicio,	de	una	parte,	de
la	normativa	sectorial	que	pudiera	incidir	en	la	materia,	y	de	otra	de	lo	dispuesto	en	la	Ley	2/1985,	de	21	de
enero,	sobre	Protección	Civil,	especialmente	en	los	aspectos	relativos	a	la	regulación	de	aquellas	situaciones
de	grave	riesgo,	catástrofe	o	calamidad	pública	declaradas	de	interés	nacional.

Tradicionalmente	se	ha	venido	desarrollando	la	materia	partiendo	de	una	distinción	entre	emergencias	de
menor	 gravedad,	 las	 cuales	 eran	 reguladas	mediante	 normas	 sectoriales	 u	 otras	 de	 alcance	 territorial
limitado,	 o	 bien	 aquellas	 situaciones	 que,	 por	 constituir	 grave	 riesgo	 colectivo,	 catástrofe	 o	 calamidad
pública,	entraban	de	lleno	en	el	ámbito	de	la	protección	civil,	cuya	ordenación	responde	a	un	modelo	sufi‐
cientemente	desarrollado	e	integrador.

Habida	cuenta	de	la	posible	evolución	de	una	emergencia	de	índole	inicialmente	no	calamitosa	a	situaciones
que	sí	revistan	tal	carácter,	así	como	la	necesidad	por	razones	de	eficacia	del	establecimiento	de	un	sistema
integrado	de	respuesta	que,	atendiendo	a	principios	de	aplicación	general,	permita	evitar	situaciones	de
desprotección	en	los	supuestos	de	agotamiento	de	los	mecanismos	inicialmente	previstos	para	su	gestión,
y	garantizar	además	el	establecimiento	de	medidas	de	coordinación	intersectorial,	procede	aprobar	por	el
Parlamento	de	Andalucía	una	norma	con	rango	de	Ley,	que	por	sí	misma	y	a	través	de	sus	disposiciones	de
desarrollo	garantice	la	configuración	de	un	marco	adecuado	de	protección	ante	los	distintos	niveles	de
emergencia.

Este	es	el	papel	desempeñado	por	la	Ley	2/2002,	la	cual	consta	de	cinco	Títulos,	abordando,	sucesivamente,
una	serie	de	disposiciones	generales,	la	ordenación	general	de	las	emergencias,	los	servicios	de	prevención
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TEMA	3.‐	LA	LEY	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES.
PROTECCIÓN	PERSONAL	Y	COLECTIVA.	SISTEMAS	DE	PREVENCIÓN

Y	PROTECCIÓN	DEL	ACCIDENTE		DE	TRABAJO.

1.‐	LA	LEY	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES

El	artículo	40.2	de	la	Constitución	Española	encomienda	a	los	poderes	públicos,	como	uno	de	los	principios
rectores	de	la	política	social	y	económica,	velar	por	la	seguridad	e	higiene	en	el	trabajo.

Este	mandato	constitucional	conlleva	la	necesidad	de	desarrollar	una	política	de	protección	de	la	salud	de
los	trabajadores	mediante	la	prevención	de	los	riesgos	derivados	de	su	trabajo	y	encuentra	en	la	Ley	de
Prevención	de	Riesgos	Laborales	su	pilar	fundamental.	En	la	misma	se	configura	el	marco	general	en	el	que
habrán	de	desarrollarse	las	distintas	acciones	preventivas,	en	coherencia	con	las	decisiones	de	la	Unión
Europea	que	ha	expresado	su	ambición	de	mejorar	progresivamente	las	condiciones	de	trabajo	y	de	conse‐
guir	este	objetivo	de	progreso	con	una	armonización	paulatina	de	esas	condiciones	en	los	diferentes	países
europeos.

De	 la	presencia	de	España	en	 la	Unión	Europea	se	deriva,	por	consiguiente,	 la	necesidad	de	armonizar
nuestra	política	con	la	naciente	política	comunitaria	en	esta	materia,	preocupada,	cada	vez	en	mayor	medida,
por	el	estudio	y	tratamiento	de	la	prevención	de	los	riesgos	derivados	del	trabajo.	Buena	prueba	de	ello	fue
la	modificación	del	Tratado	constitutivo	de	la	Comunidad	Económica	Europea	por	la	llamada	Acta	Unica,	a
tenor	de	cuyo	artículo	118.A)	los	Estados	miembros	vienen,	desde	su	entrada	en	vigor,	promoviendo	la
mejora	del	medio	de	trabajo	para	conseguir	el	objetivo	antes	citado	de	armonización	en	el	progreso	de	las
condiciones	de	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.	Este	objetivo	se	ha	visto	reforzado	en	el	Tratado	de
la	Unión	Europea	mediante	el	procedimiento	que	en	el	mismo	se	contempla	para	la	adopción,	a	través	de
Directivas,	de	disposiciones	mínimas	que	habrán	de	aplicarse	progresivamente.

Consecuencia	de	todo	ello	ha	sido	la	creación	de	un	acervo	jurídico	europeo	sobre	protección	de	la	salud	de
los	 trabajadores	 en	 el	 trabajo.	De	 las	Directivas	que	 lo	 configuran,	 la	más	 significativa	 es,	 sin	duda,	 la
89/391/CEE,	relativa	a	la	aplicación	de	las	medidas	para	promover	la	mejora	de	la	seguridad	y	de	la	salud
de	 los	 trabajadores	en	el	 trabajo,	que	contiene	el	marco	 jurídico	general	en	el	que	opera	 la	política	de
prevención	comunitaria.

La	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	de	prevención	de	Riesgos	Laborales	transpone	al	Derecho	español	la
citada	Directiva,	al	tiempo	que	incorpora	al	que	será	nuestro	cuerpo	básico	en	esta	materia	disposiciones
de	otras	Directivas	cuya	materia	exige	o	aconseja	la	transposición	en	una	norma	de	rango	legal,	como	son
las	Directivas	92/85/CEE,	94/33/CEE	y	91/383/CEE,	relativas	a	la	protección	de	la	maternidad	y	de	los
jóvenes	y	al	tratamiento	de	las	relaciones	de	trabajo	temporales,	de	duración	determinada	y	en	empresas
de	trabajo	temporal.

Así	pues,	el	mandato	constitucional	contenido	en	el	artículo	40.2	de	nuestra	ley	de	leyes	y	la	comunidad
jurídica	establecida	por	la	Unión	Europea	en	esta	materia	configuran	el	soporte	básico	en	que	se	asienta	la
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TEMA	4.‐	EQUIPOS	DE	PROTECCIÓN	INDIVIDUAL,	EPI´S.	EL	EPI	EN	INCENDIOS
ESTRUCTURALES.	EQUIPOS	DE	PROTECCIÓN	RESPIRATORIA.

1.‐	EQUIPOS	DE	PROTECCIÓN	INDIVIDUAL

Según	 la	 Ley	 31/1995,	 de	 prevención	 de	 Riesgos	 Laborales,	 se	 entenderá	 por	 «equipo	 de	 protección
individual»	cualquier	equipo	destinado	a	ser	llevado	o	sujetado	por	el	trabajador	para	que	le	proteja	de	uno
o	varios	riesgos	que	puedan	amenazar	su	seguridad	o	su	salud	en	el	trabajo,	así	como	cualquier	complemento
o	accesorio	destinado	a	tal	fin.

Se	excluyen	de	la	definición	anterior:

a)	La	ropa	de	trabajo	corriente	y	los	uniformes	que	no	estén	específicamente	destinados	a	proteger	la
salud	o	la	integridad	física	del	trabajador.

b)	Los	equipos	de	los	servicios	de	socorro	y	salvamento.

c)	Los	equipos	de	protección	individual	de	los	militares,	de	los	policías	y	de	las	personas	de	los	servicios
de	mantenimiento	del	orden.

d)	Los	equipos	de	protección	individual	de	los	medios	de	transporte	por	carretera.

e)	El	material	de	deporte.

f)	El	material	de	autodefensa	o	de	disuasión.

g)	Los	aparatos	portátiles	para	la	detección	y	señalización	de	los	riesgos	y	de	los	factores	de	molestia.

Regulación	jurídica.‐	Además	de	lo	dispuesto	en	la	Ley	31/1995,	hay	que	tener	en	cuenta	el	Real	Decreto
773/1997,	de	30	de	mayo,	sobre	disposiciones	mínimas	de	seguridad	y	salud	relativas	a	la	utilización
por	los	trabajadores	de	equipos	de	protección	individual.

Obligaciones	 generales	 del	 empresario	 (o	 de	 la	 Administración).‐	 El	 empresario	 (o	 la	 Administración,
respecto	de	los	empleados	públicos)	estará	obligado	a:

a)	Determinar	los	puestos	de	trabajo	en	los	que	deba	recurrirse	a	la	protección	individual	y	precisar,	para
cada	uno	de	estos	puestos,	el	riesgo	o	riesgos	frente	a	los	que	debe	ofrecerse	protección,	las	partes	del
cuerpo	a	proteger	y	el	tipo	de	equipo	o	equipos	de	protección	individual	que	deberán	utilizarse.

b)	Elegir	los	equipos	de	protección	individual,	manteniendo	disponible	en	la	empresa	o	centro	de	trabajo
la	información	pertinente	a	este	respecto	y	facilitando	información	sobre	cada	equipo.
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TEMA	5.‐	LA	NORMA	BÁSICA	DE	AUTOPROTECCIÓN	DE	LOS	CENTROS,
ESTABLECIMIENTOS	Y	DEPENDENCIAS	DEDICADOS	A	ACTIVIDADES

QUE	PUEDAN	DAR	ORIGEN	A	SITUACIONES	DE	EMERGENCIA.

1.‐	INTRODUCCIÓN

La	Norma	Básica	de	Autoprotección	de	los	centros,	establecimientos	y	dependencias	dedicados	a	actividades
que	puedan	dar	origen	a	situaciones	de	emergencia	fue	aprobada	mediante	Real	Decreto	393/2007,	de	23
de	marzo.

La	obligación	de	los	poderes	públicos	de	garantizar	el	derecho	a	la	vida	y	a	la	integridad	física,	como	el	más
importante	de	todos	los	derechos	fundamentales,	incluido	en	el	artículo	15	de	la	Constitución	Española,	debe
plantearse	no	sólo	de	forma	que	los	ciudadanos	alcancen	la	protección	a	través	de	las	Administraciones
Públicas,	sino	que	se	ha	de	procurar	la	adopción	de	medidas	destinadas	a	la	prevención	y	control	de	riesgos
en	su	origen,	así	como	a	la	actuación	inicial	en	las	situaciones	de	emergencia	que	pudieran	presentarse.

La	Ley	2/1985	de	21	de	enero,	sobre	Protección	Civil,	contempla	los	aspectos	relativos	a	la	autoprotección,
determinando	en	sus	artículos	5	y	6	la	obligación	del	Gobierno	de	establecer	un	catálogo	de	las	actividades
de	todo	orden	que	puedan	dar	origen	a	una	situación	de	emergencia	y	la	obligación	de	los	titulares	de	los
centros,	 establecimientos	 y	 dependencias	 o	medios	 análogos	 donde	 se	 realicen	 dichas	 actividades,	 de
disponer	de	un	sistema	de	autoprotección,	dotado	con	sus	propios	recursos,	para	acciones	de	prevención
de	riesgos,	alarma,	evacuación	y	socorro.	Asimismo	el	propio	artículo	6	determina	que	el	Gobierno,	a	pro‐
puesta	del	Ministerio	del	Interior,	previo	informe	de	la	Comisión	Nacional	de	Protección	Civil,	establecerá
las	directrices	básicas	para	regular	la	autoprotección.

Por	parte	de	las	distintas	Administraciones	Públicas	se	han	desarrollado	normas	legales,	reglamentarias	y
técnicas	en	materia	de	prevención	y	control	de	riesgos,	que	constituyen	una	buena	base	para	el	desarrollo
de	acciones	preventivas	y	en	consecuencia	de	la	autoprotección.

Entre	ellas,	es	preciso	destacar	la	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	de	prevención	de	riesgos	laborales,	cuyo
objeto	es	promover	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores	mediante	la	aplicación	de	medidas	y	el	desarro‐
llo	de	las	actividades	necesarias	para	la	prevención	de	riesgos	derivados	del	trabajo.

Es	evidente	que	 la	protección	de	 los	 trabajadores	de	una	determinada	dependencia	o	establecimiento,
especialmente	en	cuanto	se	refiere	a	riesgos	catastróficos,	implica,	las	más	de	las	veces,	la	protección	simultá‐
nea	de	otras	personas	presentes	en	el	establecimiento,	con	lo	que,	en	tales	casos,	se	estará	atendiendo
simultáneamente	a	la	seguridad	de	los	trabajadores	y	a	la	del	público	en	general.	En	otras	ocasiones,	sin
embargo,	el	ámbito	de	protección	abarcado	por	la	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	no	será	coincidente	con
el	que	debe	corresponder	a	la	autoprotección	a	que	se	refiere	la	Ley	2/1985,	de	21	de	enero.	Así,	por	ejemplo,
determinados	riesgos,	los	estrictamente	laborales,	lo	serán	únicamente	para	los	trabajadores	de	un	determi‐
nado	establecimiento,	sin	afectar	al	resto	de	las	personas	presentes	en	el	mismo.	Por	el	contrario,	otros
riesgos,	derivados	del	desarrollo	de	una	determinada	actividad,	lo	son	fundamentalmente	para	un	colectivo




